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ALEGACIONES DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE GALICIA ANTE EL TRÁMITE DE AUDIENCIA 

DEL ANTEPROYECTO DE LEY ORGÁNICA DE MEDIDAS EXCEPCIONALES DE SOSTENIBILIDAD 

FINANCIERA PARA LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS DE RÉGIMEN COMÚN. 

 

Con fecha 4 de septiembre de 2025, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 26.6 de la Ley 

50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno y en el artículo 82.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, se sometió a trámite 

de audiencia el Anteproyecto de Ley Orgánica de medidas excepcionales de sostenibilidad 

financiera para las Comunidades Autónomas de régimen común (en adelante, “el Anteproyecto”). 

El texto regula un mecanismo para la asunción por el Estado de una parte de la deuda de las 

comunidades autónomas de régimen común, con el objetivo, según recoge el artículo 1 del 

Anteproyecto, de reforzar la sostenibilidad financiera de las mismas, mediante la reducción de su 

nivel de endeudamiento neto. 

Adicionalmente, el Anteproyecto modifica el artículo 14 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de 

septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas, relativo al régimen de 

endeudamiento de las comunidades autónomas. 

Por último, y con carácter de ley ordinaria, reforma la actual regulación del Fondo de Financiación 

a Comunidades Autónomas, para configurarlo como un mecanismo de último recurso. En 

particular, se prevé la extinción del compartimento “Facilidad Financiera”, de manera que sólo 

subsistiría el compartimento “Fondo de Liquidez Autonómico” como mecanismo de último recurso. 

El pasado mes de mayo, el Ministerio de Hacienda ya había sometido el citado Anteproyecto a 

trámite de consulta pública previa, de conformidad con lo previsto en el artículo 133 de la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común, y el artículo 26.2 de la Ley 

50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno. 

La Comunidad Autónoma de Galicia presentó, con fecha 30 de mayo de 2025, escrito de 

alegaciones poniendo de manifiesto su total desacuerdo tanto con el fondo como con la forma de 

la medida. 

En el citado escrito se concluía:  

“Esta medida resulta jurídicamente reprobable al contravenir numerosos principios 

constitucionales y legales, en el ámbito nacional y europeo. 

Además, la propuesta altera de forma arbitraria y discrecional la situación financiera de las 

comunidades, sin resolver el problema estructural de financiación que las mismas presentan 

desde hace años. 

Esta pretendida mutualización de deuda autonómica perjudica financieramente a Galicia y a 

los ciudadanos gallegos, que tendrán que asumir un sobrecoste neto de más de 600 millones 

de euros de deuda de otras comunidades, con sus correspondientes intereses, y, sin embargo, 

no se verá incrementada la capacidad de gasto de la administración autonómica. Por el 

contrario, hay un evidente riesgo de incumplimiento de la regla de gasto por parte de la 

Administración del Estado. 

Además de no servir para alcanzar el objetivo que teóricamente pretende, la vuelta a la 

disciplina de mercado de algunas Comunidades Autónomas, podría tener un impacto negativo 
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en el coste de financiación del Tesoro y, por lo tanto, de las comunidades que se financian en 

los mercados de capitales. 

La Xunta de Galicia reitera la necesidad de que se aborde el verdadero problema para la 

sostenibilidad financiera de las Comunidades Autónomas que es la reforma del sistema de 

financiación autonómico.” 

El texto del Anteproyecto que ahora se somete a trámite de audiencia presenta los mismos 

defectos formales y de fondo que los denunciados por la Xunta de Galicia, habiéndose ignorado 

íntegramente las alegaciones realizadas por esta Comunidad Autónoma en el trámite de consulta 

previa. 

Por lo tanto, mostramos nuevamente nuestro rechazo al Anteproyecto de Ley Orgánica de 

medidas excepcionales de sostenibilidad financiera para las Comunidades Autónomas de régimen 

común, 

 Por vulnerar el principio constitucional de igualdad, los principios de lealtad institucional y 
coordinación, equidad, corresponsabilidad y autonomía financiera de la Ley Orgánica de 
Financiación de las CCAA, el principio de responsabilidad establecido en la normativa 
nacional y europea, los principios de la buena gestión financiera, incentivando el 
incumplimiento fiscal, 

 Por no resolver el problema estructural de financiación que presentan las comunidades 
autónomas y, sin embargo, alterar, de forma arbitraria, la situación financiera de las 
mismas, sin que, además, se incremente la capacidad de gasto autonómico sin incumplir 
los principios de la LOEPSF, 

 Y por provocar un evidente deterioro financiero a Galicia. 

En consecuencia, reiteramos nuevamente las alegaciones presentadas por esta Comunidad en el 

trámite de consulta pública previa (se adjunta escrito de fecha 30 de mayo de 2025) y 

adicionalmente realizamos los siguientes comentarios al texto del Anteproyecto: 
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1. La Exposición de Motivos del Anteproyecto hace referencia al Acuerdo 2/2025, de 26 de febrero, 

del Consejo de Política Fiscal y Financiera, en el que se aprobaron los criterios de distribución del 

importe destinado a la asunción por el Estado de una parte de la deuda de las Comunidades 

Autónomas de régimen común. 

Sin embargo, el acuerdo de asunción de la deuda autonómica, no tiene su origen en la mencionada 

reunión del Consejo de Política Fiscal y Financiera, sino que deriva de una negociación entre el 

Gobierno de España y la formación política Esquerra Republicana de Cataluña, en el marco de las 

negociaciones políticas destinadas a facilitar la investidura del actual presidente del Gobierno. 

Del acuerdo alcanzado y de los criterios que en el mismo se incluían, las comunidades autónomas 

tuvimos conocimiento a través de una rueda de prensa del portavoz de la citada formación política, 

ratificado posteriormente, en otra rueda de prensa, por la Ministra de Hacienda. 

Estos criterios son los que se han plasmado en el artículo 6 del Anteproyecto, sin haberse 

producido una negociación previa real con las comunidades.  

Con este Anteproyecto se pretende extender la medida al conjunto de las comunidades 

autónomas de régimen común, estableciendo un alcance global y unos criterios de reparto 

totalmente cerrados. 

La falta de un proceso de negociación previa es evidente especialmente teniendo en cuenta que la 

propuesta, la metodología y los criterios que ahora se recogen en el Anteproyecto, se remitieron 

a las Comunidades para su análisis solo dos días antes de la reunión del Consejo de Política Fiscal 

y Financiera. 

Como ya se señaló en el escrito de alegaciones de 30 de mayo de 2025, a lo largo de todo el 

procedimiento, se evidencia una absoluta falta de respeto de los principios de lealtad institucional 

y de coordinación, recogidos en los artículos 2 y 3 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, 

de Financiación de las Comunidades Autónomas, que deben presidir las relaciones entre los 

diferentes niveles de gobierno, al imponer a las comunidades una fórmula cerrada, que ya se había 

anunciado como acordada, de tal forma que la presentación en el Consejo de Política Fiscal y 

Financiera fue un mero trámite, sin capacidad real de negociación por parte de las CCAA y, por 

tanto, sin un verdadero marco de consulta y diálogo multilateral, lo que motivó que la mayoría de 

las comunidades autónomas se negasen a votar el acuerdo. 

Reincidiendo en esta absoluta falta de respecto a los citados principios, el Anteproyecto incluye 

entre sus disposiciones finales la modificación de dos normas, la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de 

septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas y el Real Decreto-ley 17/2014, de 26 

de diciembre, de medidas de sostenibilidad financiera de las comunidades autónomas y entidades 

locales y otras de carácter económico, que afectan directamente a la financiación y a la política 

de endeudamiento de las comunidades, sin que las mismas hubiesen sido presentadas y debatidas 

en el Consejo de Política Fiscal y Financiera previamente. 

 

2. A lo largo de la Exposición de Motivos se indica que la asunción de la deuda autonómica 

facilitará la vuelta de las comunidades a los mercados, lo que persigue reforzar la responsabilidad 

fiscal de aquellas que no se enfrentan actualmente a la disciplina de mercado. Así mismo, el 

artículo 1 del Anteproyecto señala como objetivo de la norma la recuperación de la autonomía 

financiera de las comunidades autónomas de régimen común, a través de su retorno paulatino a 

los mercados.  
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No obstante, por lo que respecta al mercado de préstamos bancarios, se puede considerar que ya 

está abierto a todas las comunidades, teniendo en cuenta que aquellas que llevaban años sin 

formalizar operaciones, han refinanciado recientemente, a través de préstamos con entidades 

financieras, una buena parte de la deuda que tenían vigente con el Fondo de liquidez autonómica. 

Por lo que se refiere al mercado de deuda pública, donde los inversores exigen unos determinados 

parámetros de solvencia, la medida de asunción parcial de deuda, tal y como está diseñada en el 

Anteproyecto, no va a suponer una mejora significativa de las métricas de deuda de aquellas 

comunidades que están en peor situación financiera.  Según los parámetros que suelen utilizar las 

agencias de rating, aquellas comunidades con una ratio deuda sobre ingresos corrientes superior 

al 175% no están en condiciones de financiarse en los mercados y la asunción de deuda propuesta 

no permitiría alcanzar esta situación a todas las CCAA. 

Por otra parte, resulta contradictorio tratar de reforzar la responsabilidad fiscal de las 

comunidades autónomas mediante un mecanismo que supone un “perdón” de las deudas 

contraídas.  

Es evidente que el mismo introduce un preocupante elemento de riesgo moral (como ya puso de 

manifiesto la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal y las principales agencias de 

rating) ya que, en la práctica, premia a aquellas comunidades autónomas con menor compromiso 

con la sostenibilidad financiera y el equilibrio presupuestario.  

Por el contrario, comunidades como Galicia, que aplicaron criterios de prudencia y responsabilidad 

fiscal, manteniendo el control del déficit y del endeudamiento en un entorno de severa restricción 

de ingresos, se verían ahora penalizadas.  

Esta asimetría en el tratamiento, no sólo resulta profundamente injusta, sino que mina los 

incentivos para una gestión presupuestaria responsable en el futuro.  

Además, este riesgo no se elimina por el simple hecho de señalar su carácter excepcional y no 

recurrente (artículo 4 del Anteproyecto), ya que la medida erosiona gravemente la confianza en 

las reglas fiscales y en la coherencia del sistema de financiación, generando expectativas de 

futuras condonaciones que desincentiven comportamientos prudentes. La sostenibilidad 

financiera del conjunto del sistema requiere de mecanismos que premien la buena gestión y no la 

relajación fiscal. 

Por tanto, la medida será ineficaz respecto al objetivo declarado de reforzar la sostenibilidad 

financiera real de las Comunidades Autónomas y de incentivar su responsabilidad presupuestaria. 

La mejoría que se pudiera producir en las finanzas de las administraciones autonómicas, como 

consecuencia de la asunción por el Estado de una parte de su deuda, será circunstancial y 

coyuntural, al no abordarse el verdadero problema para la sostenibilidad financiera de las 

comunidades autónomas que es la reforma del sistema de financiación autonómico. 

 

3. El artículo 4 del Anteproyecto excluye las medidas recogidas en el mismo del ámbito de 

aplicación del principio de responsabilidad, establecido en el artículo 8.2 de la Ley Orgánica 2/2012, 

de 27 de abril, de Estabilidad presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. 

A este respecto, la Exposición de Motivos indica que la medida incide en el ámbito de aplicación 
del citado principio de responsabilidad, el cual establece que cada Administración debe responder 
de sus propios compromisos financieros. Este principio se fundamenta, a su vez, en el artículo 125 
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del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (cláusula de no asunción de deudas), que 
prohíbe que la Unión o un Estado miembro asuma las obligaciones financieras de otra 
Administración.  

Sin embargo, en ningún momento se justifica a lo largo del texto los motivos para excluir las 
medidas de este principio de responsabilidad. 

De hecho, la propia Exposición de Motivos parece querer justificar que la medida es compatible 

con este principio, al hacer referencia a la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea 

de 27 de noviembre de 2012 (asunto C-370/12 Pringle). En relación con esta Sentencia, que 

analizaba la compatibilidad del Mecanismo Europeo de Estabilidad con el principio de 

responsabilidad establecido en el artículo 125 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, 

es necesario hacer dos puntualizaciones: por una parte, la asistencia que proporcionaba este 

Mecanismo no suponía la asunción de ninguna deuda y, por otra, concluyó que el mecanismo era 

compatible con este principio siempre que la asistencia financiera estuviese sujeta a una estricta 

condicionalidad (los Estados beneficiarios debían aceptar un programa de ajuste macroeconómico 

y en el caso de España, para acceder a este mecanismo, se modificó el artículo 135 de la 

Constitución Española dando prioridad absoluta al pago de la deuda). 

La ausencia de condicionalidad para la aplicación de la medida que recoge el Anteproyecto (más 

allá de la condición establecida en el artículo 10.3, que no tiene carácter estrictamente financiero) 

implicaría, por lo tanto, que la misma vulnera el principio de responsabilidad. 

La medida propuesta constituye, por tanto, una excepción a este principio de responsabilidad que 

no está suficientemente justificada ni motivada a lo largo del Anteproyecto, ya que esta 

justificación no puede limitarse a señalar su carácter excepcional y no recurrente y que su finalidad 

es promover la vuelta de las comunidades autónomas a la disciplina de mercado. 

 

4. La Exposición de Motivos del Anteproyecto hace referencia al marco de las nuevas reglas 

fiscales. Llama la atención que se aluda a este nuevo marco de gobernanza fiscal europeo, en vigor 

desde 2024, sin que el Gobierno del Estado haya procedido a adaptar las reglas fiscales nacionales 

al mismo. 

Por otra parte, la afirmación según la cual la asunción por el Estado de deuda autonómica 

contribuirá a mejorar la sostenibilidad financiera dentro de ese nuevo marco carece de 

fundamento, en la medida en que la reducción del endeudamiento de las comunidades autónomas 

se acompaña necesariamente de un incremento equivalente del endeudamiento del Estado.  

El artículo 5 del Anteproyecto establece el Principio de neutralidad en el impacto en déficit y 

deuda pública del conjunto del Reino de España, por lo que, en términos consolidados, el conjunto 

de las Administraciones Públicas mantendrán los mismos niveles de deuda y déficit a efectos de 

las reglas fiscales de la Unión Europea, de modo que la operación no supone mejora alguna en los 

parámetros de sostenibilidad exigidos, sino únicamente un reparto distinto de la carga financiera 

entre niveles de gobierno. 

Por el contrario, la asunción de deuda de comunidades autónomas por el Estado, sí puede suponer 

una pérdida de credibilidad, tanto institucional como económica, sobre el sistema de gobernanza 

autonómico, al introducir una evidente inseguridad sobre el pago de las obligaciones contraídas 

por las mismas.  
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Esta medida, por tanto, va en contra de la mejora de la calidad crediticia del conjunto de las 

comunidades autónomas y, en general, del Reino de España, y podría dificultar el acceso a los 

mercados y a la financiación en una coyuntura económica menos favorable. 

 

5. El artículo 6 del Anteproyecto recoge los criterios para determinar el importe total de la deuda 

a asumir por el Estado de cada una de las comunidades autónomas. Como ya hemos denunciado 

reiteradamente y así se recoge en el escrito de alegaciones de 30 de mayo de 2025, se aprecia una 

evidente arbitrariedad y falta de equidad en la elección de estos criterios por parte del Ministerio 

de Hacienda, que busca conseguir unos determinados resultados fijados a priori. 

De acuerdo al Anteproyecto, el importe de deuda a asumir por el Estado resulta de aplicar los 

siguientes tramos y criterios: 

1ª fase: Se realiza en función del peso relativo de la población ajustada de cada comunidad 

autónoma y supone el 72% del importe total de la deuda que asumiría el Estado. 

La población ajustada es el criterio base utilizado para la distribución de los recursos del sistema 

de financiación autonómico, comúnmente aceptado por los expertos como un criterio 

transparente, objetivo y equitativo. 

2ª fase: Aplicable solo a aquellas comunidades cuya asignación en la 1ª fase hubiera quedado por 

debajo de la media, incrementando su importe hasta alcanzar el porcentaje medio. 

Evidentemente se trata de un criterio totalmente arbitrario, que desvirtúa la distribución por 

población ajustada de la fase anterior, que prima a las comunidades más endeudadas con 

independencia de las causas de su endeudamiento, generando un resultado carente de lógica, 

equidad y razonabilidad técnica. 

3ª fase: Está fase implica dos incrementos adicionales para determinadas comunidades 

autónomas: 

· En primer lugar, para aquellas comunidades con una financiación homogénea por habitante 

ajustado inferior a la media, pero no trata de igualarlas con la media, sino situarlas en la 

posición de la comunidad más beneficiada tras la aplicación del segundo tramo.  

Este criterio adolece de una debilidad estructural especialmente grave, pues introduce un 

efecto de “todo o nada” que carece de justificación objetiva. Aquellas comunidades que se 

encuentren ligeramente por debajo de la media, acceden a este tramo y se ven beneficiadas de 

manera desproporcionada, mientras que otras comunidades, aun situándose ligeramente por 

encima de dicha media, quedan excluidas por completo, sin obtener asignación adicional alguna.  

Este diseño genera una fractura artificial y arbitraria, ya que la pertenencia a uno u otro lado 

de la media determina consecuencias radicalmente distintas, sin atender a diferencias reales o 

sustantivas, lo que convierte el criterio en un mecanismo profundamente injusto, irracional y 

carente de equidad. 

· En segundo lugar, para aquellas comunidades que hayan ejercido al alza sus competencias 

normativas en el IRPF.  

La justificación teórica de este criterio se encuentra en reconocer el esfuerzo fiscal que 

exigieron algunas comunidades a sus ciudadanos para mejorar la situación presupuestaria y 

fiscal durante los años de crisis. De la misma manera, resultaría coherente valorar el esfuerzo 
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que hicieron los ciudadanos de aquellas comunidades autónomas que mantuvieron una política 

de contención del gasto, ajustándose a las reglas fiscales y que, por lo tanto, han acumulado 

un volumen menor de deuda. 

Sin embargo, la introducción de este criterio lo único que hace es penalizar el ejercicio de la 

autonomía fiscal, al favorecer a comunidades autónomas simplemente por el hecho de haber 

incrementado la tributación del IRPF, en contra, de la neutralidad que se le debe exigir al 

Gobierno del Estado ante el ejercicio por parte de las comunidades autónomas de su autonomía 

de ingreso. Circunstancia esta que se vuelve todavía más arbitraria por el hecho de establecerse 

una fecha límite a la modificación de la fiscalidad al alza (2022). 

Finalmente, los importes resultantes se someten a una doble limitación:  

- ninguna comunidad autónoma, tras los tres tramos, puede tener una reducción total por 
habitante ajustado superior a la de la comunidad con mayor reducción por habitante 
ajustado tras el segundo tramo. 

- el importe de deuda máximo a asumir por el Estado de cada comunidad autónoma es el 
50% de su deuda a 31 de diciembre de 2023. 

La necesidad de introducir límites de cierre para corregir las asignaciones derivadas de las tres 

primeras fases constituye en sí misma la evidencia de la irracionalidad de los criterios aplicados 

previamente, pues si estos fueran coherentes, lógicos y equitativos, no resultaría necesario 

establecer mecanismos correctores adicionales que intenten paliar sus efectos distorsionadores. 

La aplicación de estos criterios da como resultado que el 28% de los importes totales de deuda 

que el Ministerio de Hacienda pretende asumir de las comunidades autónomas, 23.020 millones 

de euros, se asignen mediante criterios políticos.  

 

 

Al aplicar de estos criterios y analizar su impacto sobre cada una de las comunidades de régimen 

común, se observa un resultado totalmente injusto, arbitrario y falto de la más mínima equidad, 

tal y como se refleja en el importe resultante de la deuda asumida por el Estado en términos de 

población por habitante ajustado. 

mill.€ % mill.€ % mill.€ % mill.€ % mill.€ % mill.€ %

Andalucía 11.259 18,7% 0 0,0% 7.531 65,5% 18.791 22,6% 11.259 60% 7.531 40%

Aragón 1.931 3,2% 0 0,0% 193 1,7% 2.124 2,6% 1.931 91% 193 9%

Asturias 1.508 2,5% 0 0,0% 0 0,0% 1.508 1,8% 1.508 100% 0 0%

Illes Balears 1.536 2,6% 122 1,1% 83 0,7% 1.741 2,1% 1.536 88% 205 12%

Canarias 2.977 4,9% 0 0,0% 282 2,5% 3.259 3,9% 2.977 91% 282 9%

Cantabria 809 1,3% 0 0,0% 0 0,0% 809 1,0% 809 100% 0 0%

Castilla-La Mancha 2.952 4,9% 170 1,5% 1.804 15,7% 4.927 5,9% 2.952 60% 1.975 40%

Castilla y León 3.643 6,0% 0 0,0% 0 0,0% 3.643 4,4% 3.643 100% 0 0%

Cataluña 10.249 17,0% 6.371 55,3% 484 4,2% 17.104 20,5% 10.249 60% 6.855 40%

Extremadura 1.562 2,6% 0 0,0% 156 1,4% 1.718 2,1% 1.562 91% 156 9%

Galicia 4.010 6,7% 0 0,0% 0 0,0% 4.010 4,8% 4.010 100% 0 0%

La Rioja 448 0,7% 0 0,0% 0 0,0% 448 0,5% 448 100% 0 0%

Madrid 8.644 14,4% 0 0,0% 0 0,0% 8.644 10,4% 8.644 100% 0 0%

Murcia 1.988 3,3% 358 3,1% 972 8,4% 3.318 4,0% 1.988 60% 1.330 40%

C. Valenciana 6.717 11,2% 4.493 39,0% 0 0,0% 11.210 13,5% 6.717 60% 4.493 40%

TOTAL 60.232 100% 11.514 100% 11.506 100% 83.252 100,0% 60.232 72% 23.020 28%

CCAA
FASE 3FASE 1 FASE 2 TOTAL

Peso criterios 

políticos

Peso criterio 

pob.ajustada
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El importe de la deuda que el Estado asumiría de cinco comunidades (las de mayor importe) es un 

67% superior al importe de la deuda que asumiría de Galicia.  

 

 

 

De esta manera, la asunción de deuda autonómica por el Estado, con los criterios que están 

recogidos en el Anteproyecto de ley, es equivalente a una transferencia discrecional y arbitraria 

de recursos por parte del Estado a las comunidades autónomas y supone una evidente alteración 

arbitraria de la situación financiera y de solvencia de las mismas 

Esta evidente mejora en la posición de determinadas comunidades autónomas, sin vincularla a 

criterios de equidad interterritorial, altera el equilibrio del sistema actual y, como ya hemos 

denunciado en el escrito de alegaciones de mayo de 2025, vulnera varios principios 

constitucionales y de la LOFCA. 

 

6. En cuanto al procedimiento para la de asunción de la deuda recogido en los artículos 8 y 9 del 

Anteproyecto, no se justifica a lo largo del texto el criterio temporal asimétrico que viene 

recogido en los citados artículos. 

Entendemos que debería aclararse si se trata de un criterio que trata de minimizar la carga 

financiera que asume el Estado o, por el contrario, si existen otras razones que lo justifican. 

Adicionalmente, la capacidad que se le atribuye a la CDGAE sobre el proceso de selección de 

operaciones, el proceso subrogación, el plazo de adhesión y el desarrollo normativo no es 

transparente y puede generar inseguridad jurídica. 

Por otra parte, no parece nada claro la redacción del apartado 2 del artículo 8 en relación con el 

momento temporal para la asunción de las deudas. De acuerdo con el mismo, “la cancelación de 

cada una de las operaciones se realizará en la fecha ordinaria de vencimiento, correspondiendo a 

cada comunidad autónoma el abono de los intereses devengados hasta la misma”. De esto se 

deduce, por una parte, que habría que esperar a que llegue el día de vencimiento de cada una de 

las operaciones de deuda que se fuera asumir y, por otra, que el supuesto ahorro de intereses 

derivado de la misma se reduciría de forma considerable. 

 

7. El artículo 10 del Anteproyecto recoge expresamente el principio de neutralidad a efectos del 

cumplimiento de los objetivos de estabilidad, deuda pública y regla de gasto. De esta manera, la 

1.369 1.369 1.369 1.369 1.369 1.369 
1.498 1.506 1.506 1.551 

1.892 

2.284 2.284 2.284 2.284 2.284 

Importe deuda asumida por el Estado por habitante ajustado (€)
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medida propuesta de asunción parcial de deuda no se traducirá, en ningún caso, en un incremento 

efectivo de la capacidad de gasto de las comunidades autónomas. 

Tal y como ya venía recogido en el documento sometido al trámite de consulta pública previa el 

pasado mes de mayo, y conforme a lo dispuesto en la LOEPSF, la referencia que hace el artículo 

10 del anteproyecto implica que ni el importe de la deuda asumida por el Estado ni la liberación 

de recursos por los intereses que se dejarán de devengar por la misma, podrán destinarse a 

aumentar el gasto por las Comunidades Autónomas.  

Es decir, estos recursos no se podrán aplicar a nuevas políticas públicas, inversiones o mejora de 

los servicios esenciales ya que los límites de déficit, deuda y regla de gasto recogidos en la citada 

ley orgánica continúan operando como límites efectivos, manteniendo el techo presupuestario sin 

alteraciones significativas. 

En el caso de que la comunidad quisiera aplicar los ahorros por intereses al refuerzo del Estado 

de Bienestar, implicaría el incumplimiento efectivo de la regla de gasto, dado que los intereses no 

forman parte del gasto computable a efectos del cálculo de la misma, mientras que el gasto social 

sí, es decir, se generaría un gasto computable más alto, con lo que aumentaría el riesgo de 

incumplimiento. 

A título de ejemplo se recoge a continuación el impacto que sobre la regla de gasto tendría la 

medida para la CA de Galicia: 

Así pues, desde esta perspectiva, la medida incluida en el Anteproyecto, carece de impacto directo 

sobre la economía real o sobre el bienestar de la ciudadanía. 

 

 

Estamos, pues, ante una medida que únicamente constituye una mutualización de la solvencia 

financiera entre comunidades autónomas, de tal forma que las comunidades más solventes ceden 

solvencia en favor de las más endeudadas, sin ningún tipo de condicionalidad ni contrapartida. 

 

8. Como ya se ha señalado anteriormente, las disposiciones finales 1ª y 2ª del Anteproyecto 

modifican la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas y el Real Decreto-ley 
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de medidas de sostenibilidad financiera de las comunidades autónomas y entidades locales y otras 

de carácter económico. 

Ambas normas entran dentro del ámbito de aplicación del artículo 3 de la LOFCA y, por lo tanto, 

deberían conocerse previamente en el seno del Consejo de Política Fiscal y Financiera de las 

Comunidades Autónomas. 

En relación con la modificación del artículo 14 de la LOFCA, debe señalarse que la supresión de la 

referencia a la obligación de destinar la deuda a inversión habilita la utilización de endeudamiento 

para financiar gasto corriente de manera recurrente. Esta redacción no refuerza la sostenibilidad 

financiera de las comunidades autónomas, a la que hace referencia el Anteproyecto en varias 

ocasiones, sino que puede incentivar un patrón de endeudamiento estructuralmente insostenible, 

al permitir que el recurso al crédito se emplee para cubrir necesidades de gasto corriente en lugar 

de inversiones productivas o proyectos con retorno económico a medio y largo plazo. 

 

9. Por último, señalar que no se justifica la idoneidad de esta medida frente a otras alternativas, 

como la reestructuración de la deuda.  

La memoria de análisis de impacto normativo que acompaña el anteproyecto se limita a indicar 

que la reestructuración de la deuda no tendría el alcance deseado en términos de alivio de la carga 

financiera, sin incorporar ningún tipo de análisis técnico ni justificación que sustente tal 

afirmación. 

En este sentido, conviene recordar que la reestructuración es una medida de alivio de la carga 

financiera, que en términos financieros puede tener los mismos efectos que una “condonación”, y 

que no presenta los graves problemas del riesgo moral inherente a la asunción de deuda. 

 

10. Como consecuencia de todo lo anteriormente citado, la aplicación de la medida recogida en 

el Anteproyecto de ley, produce un deterioro financiero a los gallegos. 

La asunción de deuda autonómica por parte del Estado supondrá, formalmente, una reducción del 
endeudamiento formalizado por cada una de las comunidades que se adhiera a la aplicación de la 
medida. 

Sin embargo, en realidad, como ya se ha advertido en numerosas ocasiones, esto supone 
simplemente una mera redistribución de la deuda autonómica hacia deuda del Estado, cuya carga 
recaerá igualmente sobre todos los contribuyentes españoles y, por lo tanto, sobre todos los 
gallegos.  

 

Así pues, el conjunto de la ciudadanía gallega pasará a asumir deuda generada en mayor parte por 
otras comunidades, teniendo en cuenta que Galicia es una de las comunidades con menor nivel de 
endeudamiento formalizado.  

Por lo tanto, en términos netos, esta medida no sólo no beneficiará a los ciudadanos gallegos, sino 
que los perjudicará claramente, al tener que soportar estos un mayor volumen de deuda.  

Tomando como referencia los datos de deuda de Banco de España y de población del INE a 
31.12.2024: 
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- La deuda de la CA de Galicia que, de acuerdo con los criterios recogidos en el Anteproyecto, 
asumiría el Estado es de 4.010 millones de euros (1.477 euros en términos de deuda “per 
cápita”). 

- Suponiendo que todas las comunidades autónomas de régimen común se adhirieran a esta 
medida, incluida la gallega, el Estado asumiría 83.254 millones de euros de deuda autonómica, 
que pasarían a ser deuda de todos los españoles (en concreto, 1.702 euros por ciudadano). En 
este reparto, los ciudadanos gallegos asumirían, una carga de 4.622 millones de euros. 

- El balance final es evidente: implicaría que los gallegos tendrían que asumir un sobrecoste 
neto de más de 600 millones de euros (en términos de deuda “per cápita” serían 226 euros de 
más deuda por habitante en Galicia). 

Adicionalmente, esto también tendrá su correspondiente reflejo sobre los gastos financieros de 

la deuda que dejarían de pagar las comunidades autónomas y que pasaría a pagar el Estado, con 

cargo a sus Presupuestos Generales y que, evidentemente, deberá detraer de otras partidas de 

gastos e inversiones: 

- Según las estimaciones realizadas por la Consellería de Facenda, la asunción de deuda 

autonómica por importe de 83.254 millones de euros supondría unos intereses de 1.200 

millones de euros anuales que tendría que asumir el Estado y que, por lo tanto, también se 

mutualizarían entre todos los españoles, correspondiéndole a los gallegos 66 millones de 

euros en un reparto por población. 

- La asunción de 4.010 millones de euros de deuda de Galicia que contempla el acuerdo, apenas 

supondría un ahorro anual en intereses para la comunidad de 42 millones de euros. 

- Por lo tanto, los gallegos dejarían de soportar 42 millones de euros de intereses de deuda 

autonómica, pero a cambio, soportarían 66 millones de euros de intereses de deuda de otras 

comunidades. 

El hecho de que esta medida no afecte por igual a todas las autonomías y de que se compense a 

algunas autonomías por este impacto diferencial, da muestra de cómo afecta al principio de 

igualdad (la propia ministra de Hacienda ha reconocido ante el Pleno del Senado que se había 

alcanzado un acuerdo con los gobiernos de Navarra y Euskadi para que estas comunidades forales 

no se vean afectadas por la asunción por el Estado de deuda de resto de autonomías. Aunque esta 

previsión no figure expresamente en el Anteproyecto de ley acredita explícitamente esta idea). 

De esta manera, y según palabras de la propia ministra, se va a exceptuar del cálculo que aportan 

las comunidades forales a la deuda estatal, el cómputo de la quita de la deuda que se haya hecho 

sobre comunidades del régimen común. 

Galicia entiende que es positivo para el país que todas las comunidades autónomas accedan a los 

mercados para financiarse, pero no como una medida coyuntural para poner el contador de la 

deuda a cero simplemente, sino como un elemento de cierre una vez que se haya resuelto el 

auténtico problema estructural de las finanzas autonómicas, cual es el raquitismo en la 

financiación de los servicios públicos básicos competencia de las CC.AA. Solo garantizando la 

suficiencia de la financiación autonómica, y adaptando el marco fiscal nacional a las nuevas reglas 

fiscales europeas tiene sentido proceder a un saneamiento de la solvencia financiera de las CC.AA. 

Y esta debe realizarse analizando de forma objetiva la manera más eficiente y equitativa de 

hacerlo. La memoria económica no aclara que esta propuesta sea más eficiente frente a otras más 

ortodoxas como la reestructuración.  
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Conclusión: 

Por las razones expuestas tanto en el presente escrito de alegaciones, como en el presentado el 

pasado 30 de mayo, rechazamos la medida de la asunción de parte de la deuda autonómica por el 

Estado que recoge el Anteproyecto de Ley Orgánica de medidas excepcionales de sostenibilidad 

financiera para las Comunidades Autónomas de régimen común. 

La medida no va a servir para alcanzar el objetivo que el propio Anteproyecto pretende de reforzar 

la sostenibilidad financiera de las comunidades autónomas.  La mejoría que se pudiera producir en 

las finanzas de las administraciones autonómicas, como consecuencia de la asunción por el Estado 

de una parte de su deuda, será circunstancial y coyuntural, al no abordarse el verdadero problema 

para la sostenibilidad financiera de las comunidades autónomas que es la reforma del sistema de 

financiación autonómico. 

Sin embargo, tal y como se ha motivado en el presente documento, va a provocar un evidente 

perjuicio financiero a los gallegos y gallegas, por lo que, en el supuesto de que finalmente se 

aprobase el Anteproyecto de ley, se estudiarían por parte de la Comunidad Autónoma de Galicia 

las medidas de impugnación que correspondan, a los efectos de la defensa de los intereses de los 

ciudadanos gallegos. 

 

Santiago de Compostela, en la fecha de la firma digital 
 
Conselleiro de Facenda y Administración Pública 
Miguel Corgos López-Prado 
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